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Resumen 

El transporte por carretera ha estado tradicionalmente sujeto a una serie de 
impuestos sobre los carburantes y sobre los vehículos, con objetivos de 
obtención de ingresos, financiación de infraestructuras o corrección de 
externalidades (ambientales y de congestión). Sin embargo, en los últimos 
años la operación y la efectividad de estos impuestos se ha visto socavada por 
varios factores: i) contaminación local generalizada y problemas de congestión 
que solo se relacionan indirectamente con el tipo de vehículo y el consumo de 
carburantes, ii) tendencia hacia una flota más eficiente energéticamente, 
reduciendo las capacidades recaudatorias del sistema, y iii) crecientes cambios 
en las opciones de movilidad (vehículos compartidos, conducción autónoma, 
etc.) En este artículo se proporciona evidencia sobre estos factores y se 
sugiere un nuevo enfoque para la fiscalidad sobre el transporte basado en las 
características del vehículo y su uso real (según franja horaria y localización). 
El gravamen del uso real del vehículo es ahora tecnológicamente factible y 
puede permitir abordar las externalidades asociadas de forma más efectiva, 
mejorando las capacidades recaudatorias de distintos niveles de gobierno. El 
artículo también considera varias alternativas para una transición exitosa 
desde la situación actual al sistema propuesto. 
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1. Introducción 

 
El transporte por carretera vive la mayor transformación desde su conformación como sector en 
el siglo pasado. Los objetivos de reducción de emisiones y transición a economías bajas en 
carbono, los impactos de la creciente urbanización de las sociedades contemporáneas, la nueva 
actitud regulatoria frente a la movilidad, los avances tecnológicos en el sector y los cambios que 
se observan en las pautas de adquisición, tenencia y uso de los vehículos privados, entre otras 
razones, han modificado sustancialmente la escena en la que han de desenvolverse sus 
cadenas productiva y de consumo. Y detrás de estos profundos cambios tecnológicos, sociales y 
regulatorios, se producirán (se están produciendo ya) otros cambios que se sucederán en todos 
los aspectos conectados con el sector, incluyendo el fiscal. 
 
La movilidad ha sido siempre objeto de interés para el sistema tributario, debido principalmente a 
que la adquisición, la tenencia y el uso de los vehículos muestran capacidad de pago, los 
consumos de carburantes son masivos e inelásticos, y la recaudación elevada y estable. Durante 
décadas los sistemas fiscales han utilizado una triada de figuras fiscales (impuestos de 
matriculación, impuestos recurrentes de circulación e impuestos sobre combustibles) que han 
funcionado relativamente bien. Pero los cambios antes avanzados les están afectando de forma 
creciente, poniendo en cuestión su propia razón de ser.  
 
Así, en el ámbito académico se ha subrayado el marcado perfil recaudatorio de estos impuestos 
y su desconexión de las múltiples externalidades -contaminación global y local, congestión, 
accidentes, etc.- causadas por el transporte por carretera (véase Delucchi, 2000; Sansom et al., 
2001; Quinet, 2004; Santos, 2005; Maibach et al., 2008; van Essen, 2011; Gago et al., 2014; 
Korzhenevych et al., 2014; Parry et al., 2014; o Santos, 2017). Por otra parte, también se ha 
cuestionado su impacto distributivo (Aasness y Larsen, 2002; EEA, 2011), si bien la literatura 
muestra que los impuestos sobre el transporte son habitualmente menos regresivos que los que 
gravan otros productos energéticos (Labandeira et al., 2007; Ekins and Speck, 2011; Kosonen, 
2012) e incluso en determinadas circunstancias pueden tender a la progresividad (Labeaga et 
al., 2018; Rausch et al., 2010; Sterner, 2012; Flues y Thomas, 2015).  
 
En el ámbito regulatorio se han utilizado algunos de esos argumentos académicos para avanzar 
o desarrollar propuestas. En una de las zonas con mayor presión fiscal en este campo, la 
Comisión Europea procuró en los primeros años del siglo una reforma integral de la tributación 
de los vehículos y carburantes con un doble objetivo: evitar fenómenos de competencia fiscal 
entre sus miembros y vincular los impuestos a factores ambientales. Así, para el primero planteó 
la eliminación gradual de los impuestos sobre matriculación y una actualización de umbrales 
mínimos de accisas energéticas, mientras que para el segundo propuso la vinculación de las 
bases de los impuestos sobre matriculación, circulación y carburantes a los daños asociados a 
las emisiones de dióxido de carbono (CO2). No obstante, las dos propuestas de directiva sobre 
estas cuestiones (EC, 2005; 2011a) tuvieron que ser abandonadas pocos años después ante la 
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incapacidad de conseguir la necesaria unanimidad (en asuntos fiscales) entre los estados 
miembros. 
  
En el ámbito industrial-comercial los cambios son mucho más intensos. El transporte por 
carretera está experimentando una profunda transformación que abarca nuevas tecnologías y 
productos, nuevos entrantes, pautas diferentes de uso y consumo, un mercado constreñido, 
nuevas regulaciones de movilidad y una auténtica revolución que afecta a toda la cadena de 
valor y al comportamiento de todos los agentes (ver Capgemini, 2015; Bloomberg, 2016; 
Kruegen y Johnson, 2016; McKinsey, 2016; Fundación Orange, 2016; BBVA Research, 2017; 
KPMG, 2017; o ANFAC, 2018). 
 
Para los impuestos sobre vehículos y transporte por carretera, estos cambios modifican el 
estatus de confort en el que han vivido hasta el presente siglo. Se cuestiona su aplicación en los 
actos de venta de vehículos, simultáneamente a los impuestos generales y específicos sobre 
consumos; su condición recaudatoria se ve disminuida por la transición tecnológica que 
abandona los motores de combustión o los hace mucho más eficientes; y su nivel de eficiencia 
se reduce un poco más ante su incapacidad para interiorizar las principales externalidades por 
su contribución a la contaminación local o a los fenómenos de congestión. Impuestos 
ineficientes, de recaudación menguante (incapaces de mantener su papel en el sistema fiscal y/o 
cubrir los costes de las infraestructuras), con riesgos de ruptura en los mercados interiores y que 
necesitan, por tanto, una reforma a fondo para superar estas carencias y alinearlos con las 
transformaciones sectoriales mencionadas y los objetivos fiscales y regulatorios actuales. 
 
En este contexto, este trabajo busca realizar un diagnóstico de la situación actual y desarrollar 
una propuesta de reforma para la fiscalidad del automóvil que permita afrontar los desafíos 
apuntados. A este efecto, seguidamente analizaremos con un cierto grado de detalle la situación 
actual de estos impuestos. En el tercer epígrafe revisaremos los argumentos que ponen en 
cuestión ese contexto, con especial consideración de las externalidades no internalizadas, las 
restricciones institucionales y los cambios sectoriales. A partir de este análisis, y con el objetivo 
de resolver las carencias detectadas, en el cuarto apartado se presenta la propuesta de reforma 
de los impuestos existentes. Así, creemos que la futura fiscalidad sobre los vehículos dirigirá su 
atención hacia las cuantiosas externalidades de congestión, se caracterizará por estructuras 
fiscales complejas con objetivos múltiples, tendrá una capacidad recaudatoria equivalente o 
superior a la de los impuestos actuales sobre vehículos y combustibles, y basará su 
funcionamiento en tecnologías telemáticas avanzadas, con capacidad para determinar en tiempo 
real bases imponibles complejas referidas al uso de vehículos de distinta clase en términos de 
ubicación y tiempo. Dada la complejidad y las dificultades vinculadas a una implantación 
inmediata de este nuevo sistema, en el quinto epígrafe se estudia cómo podría definirse un 
proceso de transición y sus desafíos asociados. Finalmente, el trabajo se cierra con un apartado 
de conclusiones y las correspondientes referencias. 
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2. Situación actual de la fiscalidad sobre el transporte  

 
Hasta el momento la aplicación de impuestos sobre el transporte rodado responde en gran 
medida a razones fiscales (Gago et al., 2014). Así, según los últimos datos disponibles estos 
impuestos obtuvieron alrededor del 5% de la recaudación impositiva tanto en la Unión Europea 
(EC, 2018) como en EE.UU. (USDT, 2017; OECD, 2018): 1,8% y 1,3% del PIB, respectivamente. 
La baja elasticidad precio de la principal fuente recaudatoria, los carburantes de automoción 
(véase Brons, 2008; Labandeira et al, 2017), lleva a que su gravamen impositivo provoque 
efectos limitados sobre el consumo y, en consecuencia, sobre el volumen y estabilidad de la 
recaudación. De hecho, estas figuras ejemplifican la denominada imposición óptima sobre bienes 
y servicios porque, al producir solo pequeñas alteraciones sobre el comportamiento de los 
consumidores, generan ingresos públicos a bajos costes de eficiencia (Ramsey, 1927). 
 
La recaudación impositiva obtenida por estos impuestos se ha utilizado generalmente en Europa 
sin afectaciones específicas, si bien en algunos países es habitual su uso (parcial o total) para la 
financiación de las infraestructuras de transporte. Así, en EE.UU. el impuesto federal sobre los 
carburantes financia aproximadamente el 90% del Highway Trust Fund, destinado principalmente 
a sufragar la construcción de autopistas y otros proyectos de transporte (Lowry, 2015)1, mientras 
que los impuestos sobre los carburantes son también la principal fuente de recaudación de los 
estados para financiar la red viaria y otras infraestructuras de transporte (Brouwer et al., 2016). 
 
La segunda razón para utilizar los impuestos sobre el transporte es el control de las 
externalidades. Como en casi todos los mercados, este sector habitualmente adopta decisiones 
en un marco ineficiente, dominado por la presencia de efectos externos negativos de distinta 
naturaleza. Su origen tiene que ver con la no percepción de los costes sociales asociados a 
diversos factores: los costes que se derivan de la congestión y los accidentes del tráfico, los 
costes generados por las emisiones de contaminantes globales (principalmente GEI, gases de 
efecto invernadero) y locales, además del ruido (Parry et al., 2014)2. Dada la relevancia de estas 
externalidades (véase el apartado 3.2) y la magnitud de los costes asociados, que pueden 
aproximarse al 5% del PIB en la UE (van Essen et al., 2011), en las últimas décadas algunos 
países han tratado de abordarlas mediante la modificación o la introducción de nuevas figuras 
impositivas sobre el transporte. 
 
Dentro de este marco general, existen tres grandes categorías de tributos sobre el transporte 
rodado que se aplican en muchos países (Hylén et al., 2013): impuestos sobre los vehículos 
(compra y recurrentes), impuestos sobre los carburantes, y tasas de acceso a infraestructuras y 
ciudades. En particular, la fiscalidad sobre el transporte rodado se ha centrado hasta el momento 
                                                        
1 Desde 2008 las obligaciones de gasto del Highway Trust Fund han superado sus ingresos, obligando al Tesoro a 
transferir fondos cuantiosos para cubrir la diferencia (Kirk y Mallett, 2018). 
2 Estas son las externalidades más importantes, pero no las únicas, que origina el tráfico rodado. Para mayor 
información pueden consultarse los trabajos de Delucchi (2000), Quinet (2004), Santos (2005), Maibach et al. 
(2008), van Essen et al. (2011) o Korzhenevych et al. (2014) 
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en la segunda categoría, origen de cerca del 75% de los ingresos fiscales en este ámbito (EC, 
2018). Puesto que existe una relación directa entre consumo de carburantes y emisiones de 
dióxido de carbono (CO2), el principal de los GEI, el gravamen de los carburantes conforma un 
instrumento eficiente para abordar el problema del cambio climático. Sin embargo, dado que la 
mayoría y más importantes externalidades asociadas al transporte rodado (como la congestión, 
los accidentes, la contaminación local o el ruido) no guardan una relación directa con el consumo 
de carburantes, sino que varían en función del tipo de vehículo y del lugar y horario de su 
utilización, estos tributos son incapaces de abordarlas adecuadamente. 
 
Los impuestos sobre los vehículos ocupan el segundo lugar en importancia y recaudación, 
aunque a mucha distancia de los anteriores. Dentro de estos impuestos se puede distinguir entre 
los que gravan la compra o matriculación a través de impuestos indirectos convencionales 
basados en las características de los vehículos (tipo, potencia y/o nivel de emisiones), y aquellos 
que gravan la circulación a través de impuestos sobre la tenencia de vehículos, si bien algunas 
experiencias aplicadas utilizan diseños más complejos, por ejemplo con fórmulas que consideran 
factores ambientales e indicadores de utilización.  
 
También existen impuestos que gravan por el uso de las infraestructuras, ya sea durante un 
período temporal concreto o por kilómetro recorrido, y acceso circulación en zonas 
congestionadas. Estos impuestos, casi siempre asociados a la financiación infraestructural en un 
primer momento, han evolucionado hacia la corrección de externalidades negativas ante la 
inoperancia de las anteriores categorías tributarias. 
 

 
3. Problemas y desafíos de la fiscalidad sobre el transporte  
 
Como ya se avanzó, nos encontramos ante un proceso de fuertes cambios y fricciones en la 
movilidad rodada. Las implicaciones fiscales son obvias: dudas sobre capacidades recaudatorias 
estables de los impuestos existentes, sin que existan muchas alternativas de reemplazo dentro 
de los sistemas fiscales existentes, y dudas sobre su capacidad de abordar adecuadamente los 
desafíos correctores actuales y futuros, de nuevo sin que parezcan existir alternativas 
regulatorias eficientes fuera de este ámbito. A continuación analizaremos en más detalle estos 
cambios y su impacto sobre la fiscalidad sobre el transporte, describiendo también brevemente 
ciertas experiencias que pueden iluminar algunas opciones de futuro. 
 
 
3.1. Tecnología, comportamiento y pérdida recaudatoria 
 
La capacidad recaudatoria de los impuestos sobre los carburantes, crucial para los sistemas 
fiscales europeos y para el mantenimiento de las infraestructuras viarias en lugares como 
EE.UU., es cada vez menor por la creciente eficiencia energética de los vehículos y la progresiva 
introducción de vehículos híbridos y eléctricos (McMullen et al., 2010). Así, en la Unión Europea, 
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la eficiencia energética del transporte se incrementó un 1,2% por año en el período 2000-2013 
(Faberi et al., 2015) y el consumo específico de los nuevos coches se redujo anualmente un 
3,4% entre 2007 y 2015 (ODYSSEE-MURE, 2018), mientras que el consumo de combustibles 
alternativos se elevó hasta el 7,5% del consumo de energía para transporte por carretera ya en 
2014 (Bertoldi et al., 2016). En este contexto, los impuestos sobre el transporte han ido 
perdiendo peso en los países europeos en los últimos años, tanto en la recaudación total como 
en porcentaje de PIB (alrededor de un 17% entre 2016 y 2002) (EC, 2018)3.  
 
Es muy probable que esta tendencia decreciente de los impuestos convencionales sobre el 
transporte rodado se vea agravada en el futuro próximo. Por un lado, el avance tecnológico 
intensificará sus efectos fiscales, que se verán también alterados por cambios en hábitos y 
comportamientos (algunos originados por la propia fiscalidad). Las posibilidades de compensar 
las caídas en la base imponible mediante subidas en los tipos impositivos del impuesto más 
recaudatorio, el que grava los carburantes, son limitadas debido a su magnitud relativa con 
respecto a otros productos energéticos4 y a la dificultad para diferenciar, por ejemplo, la 
electricidad para el transporte del resto de usos. Más fácil sería actualizar las tarifas de los 
impuestos convencionales sobre propiedad (compra y recurrentes) para adecuarse a tecnologías 
más eficientes y limpias, aunque estas figuras tienen un menor recorrido recaudatorio y 
regulatorio.  
 
Por el lado de los productores, la confluencia de los avances digitales, los argumentos 
ambientales, la presión regulatoria y los argumentos de eficiencia energética están promoviendo 
un proceso de innovación tecnológica como nunca antes había conocido el sector. Algunos 
cambios rupturistas, como la digitalización de los automóviles, la conectividad o el vehículo sin 
conductor, han seguido un proceso de maduración acelerado en los últimos años y están 
disponibles o cerca de serlo. Si a ello añadimos la generalización del coche eléctrico, una vez 
resueltas las restricciones de autonomía y precio, podremos hablar de la “tercera revolución del 
transporte” (Zimmer, 2016). Porque esta va más allá del cambio tecnológico: arrastra un “cambio 
de paradigma mental” (Parra, 2016) que altera nuestra manera actual de entender la movilidad y 
las prestaciones vinculadas al uso de la red. 
 
Aunque los medios de difusión y la continua presión de los reguladores para alcanzar los 
objetivos ambientales (contaminación local y cambio climático) sitúan el vehículo eléctrico a la 
cabeza de las transformaciones en marcha, para los líderes del sector el vehículo conectado y 
autónomo identifica mejor el carácter rupturista de los cambios que se están produciendo. 
Porque un escenario de coche autónomo revoluciona de manera radical el modelo de movilidad 
que conocemos, cambia la idea del coche como bien de consumo, modifica sus atributos y 
                                                        
3 De forma análoga, en EE,UU. la recaudación de los impuestos sobre el transporte destinada a políticas de 
transporte redujo de forma importante su peso tanto en el PIB (casi un 12%) como en la recaudación total (más del 
15%) entre 2002 y 2014 (USDT, 2018; OECD, 2018). 
4 Así, considerando la media ponderada por población en los 22 países de la UE que pertenecen a la OCDE, el 
porcentaje de impuestos en el precio de la gasolina y el diésel alcanzó en 2016, respectivamente, el 65% y el 61%, 
frente al 30% para la electricidad residencial y el 23% para el gas natural residencial (OECD/IEA, 2017).  
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reasigna los valores que aporta. En términos técnicos, el coche conectado supone relacionar las 
tecnologías 'vehículo a vehículo' y 'vehículo a infraestructura' al desarrollo de carreteras y 
ciudades inteligentes (KPMG, 2015). Esta conexión permitirá establecer una comunicación 
directa entre coches y semáforos, señales y carreteras con sensores, e incluso coches con 
dispositivos móviles de peatones, haciendo la conducción más segura e inteligente. El coche 
autónomo representa el siguiente paso: mediante sensores y algoritmos, es capaz de realizar 
trayectos sin conductor, dependiendo su autonomía de la capacidad inteligente de las diferentes 
vías. Y a partir de aquí lo relevante ya no será el servicio de desplazamiento, sino lo que permita 
hacer el coche autónomo durante el trayecto, es decir, la conectividad del vehículo y el tiempo 
que se ahorre para otro tipo de usos (descanso, trabajo, etc.). En este nuevo escenario, la oferta 
digital podría ser incluso más importante que la calidad industrial (muy testada) del propio activo 
y probablemente determinará una parte importante del precio. 
 
Si el foco se dirige desde el proceso productivo hacia el consumidor y sus hábitos/preferencias 
los cambios serán también muy importantes, sobre todo en la manera de usar el vehículo. Así, 
para las nuevas generaciones el vehículo ha perdido en gran medida el carácter distintivo 
tradicional (como bien diferencial, con atributos que tienen valor, merecen reconocimiento, 
proporcionan placer y asignan estatus), pasando a convertirse en fuente casi exclusiva de 
accesibilidad. Esto provoca que los consumidores jóvenes sean cada vez más reacios a adquirir 
un bien de consumo duradero, que tiene un precio elevado y que permanece la mayor parte del 
tiempo inactivo5. Así, en EE.UU., entre 1983-2014 se redujo continuamente el porcentaje de 
personas jóvenes con carnet de conducir (Sivak y Schoettle, 2016), mientras que entre 2001 y 
2009 el número medio de km-vehículo recorridos por conductores de menos de 34 años se 
redujo casi una cuarta parte (Davis et al., 2012). Este cambio desde la propiedad a la 
accesibilidad es muy relevante si tenemos en cuenta que el 40% de los coches nuevos serán 
vendidos a las nuevas generaciones (Ivars, 2017) y sus razones parecen obvias: los 
consumidores urbanos, no solo los jóvenes, sienten cada vez más el peso en costes e 
incomodidades de la utilización privativa del vehículo (tiempo, combustible, siniestralidad, 
mantenimiento, seguro, impuestos, aparcamiento, etc.), lo que abre espacio a la creación de 
asociaciones de uso compartido y empresas con oferta de flotas de coches en uso permanente a 
disposición de usuarios asociados a grandes plataformas digitales. 
 
De este modo, por una parte el cambio tecnológico reducirá progresivamente la motorización 
sucia (combustión fósil ineficiente) y, en consecuencia, la recaudación obtenida por las accisas 
sobre combustibles e impuestos de matriculación pro-ambientales se verá muy afectada. Por 
otra parte, los cambios en los hábitos de propiedad y consumo de los vehículos, junto a los 
incentivos introducidos en los hábitos por los propios impuestos actuales, provocarán 
reducciones recaudatorias adicionales en otros impuestos de la triada: matriculación y 
circulación. Y, sin embargo, esta caída recaudatoria no es pareja con la solución de los 
importantes costes externos ocasionados por el sector, tal y como observamos a continuación. 
                                                        
5 Bates y Leibling (2012) estiman que en el Reino Unido el coche medio está aparcado en casa el 80% del tiempo, 
aparcado en otro lugar el 16,5% y solo se usa activamente un 3,5% de su vida útil. 
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3.2. Externalidades y fiscalidad en el sector del transporte 
 
El transporte por carretera es responsable de una gran parte de los costes externos ocasionados 
por el sector (van Essen, 2011), incluyendo la contaminación global y local, la congestión, los 
accidentes o el ruido. Sin embargo, el coste de estas externalidades no se ve reflejado en los 
precios del mercado de vehículos y carburantes y da lugar a resultados ineficientes en ausencia 
de intervención pública (Santos et al., 2010). A continuación se presentan las principales 
externalidades asociadas al transporte por carretera y se discuten las políticas correctoras 
existentes y algunas pautas para su evolución futura.  
 
 
3.2.1. Congestión  
 
Por congestión nos referimos al incremento en el tiempo de viaje y en los costes operativos de 
los vehículos como consecuencia de las interacciones entre estos en la vía, cuando el volumen 
de vehículos que utiliza la infraestructura al mismo tiempo supera su capacidad máxima. Se 
pueden distinguir dos tipos de congestión, dependiendo del tipo de infraestructura: congestión 
por embotellamiento y congestión flujo (Milne et al., 2000). La primera se produce debido a 
cuellos de botella en puntos determinados (puentes, túneles, cruces, etc.) mientras que la 
segunda se produce por un exceso de capacidad de las redes de transporte. Generalmente, la 
congestión que se observa en la realidad es una mezcla de ambas. 
 
La congestión reduce la velocidad y la fiabilidad del viaje e incrementa el esfuerzo necesario 
para conducir (Litman, 2013), generando también un aumento en el consumo de carburantes y 
en la contaminación6. De este modo, el coste externo de la congestión es el valor de las pérdidas 
de tiempo y del incremento en los costes operativos que la entrada de cada vehículo adicional a 
la infraestructura impone a todos los usuarios de la vía, coste que no es tenido en cuenta por el 
conductor del vehículo, dando lugar a un resultado ineficiente (Newbery, 1990). 
 
Las estimaciones realizadas en la literatura indican que los costes de la congestión son los más 
elevados de todos los costes externos asociados al transporte por carretera (véase Tabla 1). Así, 
van Essen et al. (2011) estiman que en 2008 los costes de la congestión en la Unión Europea, 
Noruega y Suiza se situaron entre el 1 y el 2% del PIB, aproximadamente dos tercios atribuibles 
a los viajes en coche; Schrank et al. (2015) muestran que los costes de la congestión del 
transporte en EE.UU. se incrementaron desde el 0,6% del PIB en 1982 hasta casi el 1% del PIB 
en 2014; mientras que BITRE (2015) calcula que los costes de la congestión en las ocho 
capitales australianas aumentaron un 30% entre 2010 y 2015. Con respecto a su evolución 
futura, Cerb (2014) calcula que los costes de la congestión de las carreteras entre 2013 y 2030 
                                                        
6 Un coche retenido en un atasco de tráfico puede contaminar hasta tres veces más que en condiciones normales de 
circulación (Goh, 2002). 
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aumentarán un 63% en el Reino Unido, un 50% en EE.UU. y un 31% en Francia y Alemania; 
mientras que BITRE (2015) estima que en Australia se incrementarán un 82% entre 2015 y 2030. 
 
Estos estudios ponen de relieve tanto la magnitud de este problema como la falta de efectividad 
de los impuestos convencionales sobre el transporte para corregir esta externalidad. Los 
impuestos sobre los carburantes incrementan los costes de los viajes a cualquier hora y en 
cualquier lugar, pero la congestión se produce en determinadas horas y zonas (generalmente 
urbanas), por lo que no consiguen abordar este problema (Parry et al., 2007). Como alternativa, 
en algunos países se han utilizado las regulaciones convencionales para tratar de reducir la 
congestión. Así, algunas ciudades (por ejemplo, Atenas o Ciudad de México) han implementado 
regulaciones de prohibición de circulación de los coches determinados días en función de su 
matrícula, pero esta política también es ineficiente, ya que provoca un incremento en el número 
total de vehículos en circulación (Davis, 2008, Gallego et al., 2013; Cantillo y Ortúzar, 2014), al 
inducir a muchos hogares a adquirir otro vehículo para poder circular todos los días (Eskeland y 
Feyzioglu, 1997; de Grange y Troncoso, 2011). También se han empleado medidas de gestión 
del tráfico como los carriles para vehículos con alta ocupación, pero estas tienen un éxito 
limitado porque generalmente los ahorros de tiempo no proporcionan los incentivos suficientes 
para compartir coche, provocando una infrautilización de los carriles (Know y Varaiya, 2008; 
Dahlgren, 1998). Aunque una solución obvia para reducir los costes de la congestión es la 
expansión infraestructural, en ocasiones esta no es posible por sus elevados costes económicos 
o ambientales y además tal expansión puede dar lugar a un aumento en el tráfico (Goodwin, 
1996).  
 
En este contexto, es necesario otro instrumento que se ajuste mejor a la externalidad, 
idealmente un pago por congestión específico que varíe en función de la hora del día (Parry et 
al., 2007). La escala territorial, la extensión horaria, la incorporación de objetivos ambientales o 
la forma jurídica elegida (peaje, licencia, tasa, impuesto) establecen las principales diferencias 
entre las experiencias aplicadas en una lista de ciudades que ya empieza a ser considerable 
(véase Rye e Ison 2008, Eliasson, 2014 o Endurance, 2015). Como se observará en el siguiente 
apartado, la mayoría de estos sistemas presentan diseños prácticos y poco sofisticados para 
gravar la congestión, tratando generalmente por igual a todos los coches, a pesar de que sus 
características y efectos sean diferentes, y aplicando el mismo tipo/cuota sin tener en cuenta ni 
el lugar, ni la hora de circulación. Además, suele recurrirse a la afectación de los ingresos en el 
propio sector del transporte para favorecer la aceptación de las nuevas cargas fiscales, lo que 
supone pérdidas adicionales de eficiencia (Nash, 2008). De hecho, Harrington et al. (2001) 
explican que la baja aceptación de los pagos por congestión continúa siendo una barrera muy 
importante para su utilización. Argumentan que esta oposición se debe a su consideración como 
meras medidas recaudatorias, al no existir alternativas para muchos conductores y no percibirse 
las mejoras sociales. Tal oposición podría reducirse con la devolución de parte de la recaudación 
y con la existencia de alternativas no gravadas por estas figuras.  
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3.2.2. Contaminación atmosférica 
 
Los automóviles provocan contaminación en tres niveles geográficos: local, regional y global 
(Johnstone y Karousakis, 1999). La concentración de la mayoría de los contaminantes disminuye 
rápidamente a medida que aumenta la distancia a la fuente de contaminación, con lo que los 
daños ambientales son fundamentalmente locales. En cualquier caso, los contaminantes 
primarios pueden transformarse en otros contaminantes y dar lugar a daños ambientales a nivel 
regional. Asimismo, los vehículos también emiten sustancias que contribuyen al cambio climático 
y por tanto a problemas ambientales globales.  
 
Desde un punto de vista fiscal, la corrección de estos costes puede realizarse bien a través de 
impuestos sobre emisiones, bien mediante una adaptación de los hechos imponibles de las 
accisas sobre combustibles para incorporar el daño ambiental. A nivel local la corrección puede 
llevarse a cabo mediante la adaptación de los impuestos de tenencia y/o circulación a las 
características de los vehículos con mayor impacto ambiental (peso, potencia, antigüedad, etc.). 
Sin embargo, el daño ambiental provocado por los automóviles depende de muchos factores 
como el modo de conducir, el tiempo de viaje, la ruta utilizada, la topografía o las condiciones 
meteorológicas, con lo que dificulta la operatividad de las alternativas precedentes. 
 
> Impactos locales 
 
El transporte por carretera es una de las principales fuentes de contaminación local del aire, 
especialmente en las áreas urbanas (DfT, 2015), siendo responsable de la emisión a la 
atmósfera de distintos contaminantes, entre los que destacan las partículas (PM), los óxidos de 
nitrógeno (NOX), los óxidos de sulfuro (SOx), los compuestos orgánicos volátiles (COV), los 
hidrocarbonos (HC) y el ozono. Así en 2015 el transporte por carretera generó casi el 40% de las 
emisiones de NOx en la UE, el 20% de las emisiones de COV, y alrededor del 10% de las 
emisiones de PM (EEA, 2017). En los centros de las ciudades el tráfico es responsable de la 
práctica totalidad de las emisiones de COV, de dos tercios de las emisiones de NOx y de la 
mayor parte de las partículas en suspensión (Johnstone y Karousakis, 1999). La emisión de 
estos contaminantes provoca daños de diversa índole: sobre salud (especialmente importantes, 
véase EEA, 2015; Mar et al., 2005; Currie and Walker, 2011; Carnovale and Gibson, 2012), 
ecosistemas, infraestructuras y actividades económicas.  
 
Las emisiones de contaminantes locales dependen principalmente de los estándares de emisión 
aplicados sobre el vehículo (por tanto vinculados a su edad) pero también de la velocidad, el tipo 
de carburante, la tecnología de combustión, el factor de carga, el tamaño del vehículo, el modo 
de conducción y la ubicación de la carretera (Maibach et al., 2008). Por ello la efectividad 
correctiva de los impuestos convencionales sobre vehículos y carburantes es baja. Así, Knittel y 
Sandler (2018) muestran que la utilización de impuestos sobre los carburantes para corregir las 
externalidades de contaminación local solo consigue abordar menos de un tercio de la pérdida 
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de eficiencia provocada por la contaminación local asociada al transporte y, además, estos 
impuestos son más regresivos que un impuesto sobre las emisiones. 
 
> Impactos globales 
 
Dentro de los impactos ambientales negativos asociados al transporte por carretera destaca, por 
su gravedad y por el carácter global de sus efectos, el cambio climático (véase IPCC, 2013; 
2014). En el caso del transporte por carretera su impacto sobre el cambio climático está 
asociado principalmente a las emisiones de CO2, N2O y CH4, siendo su contribución a las 
emisiones globales de GEI muy elevada. Así las emisiones del transporte supusieron el 20% de 
las emisiones de GEI de la UE en 2016, unos 8 puntos por encima de la cifra de comienzos de 
los noventa  (EEA, 2018). 
 
Dado que existe una relación directa entre el consumo de combustibles fósiles y las emisiones 
de CO2, el principal GEI, (Grant et al., 2013) y el cambio climático es un problema ambiental 
uniforme (el daño no depende del lugar de la emisión), un impuesto sobre carburantes podría  
cumplir adecuadamente esta función correctora7. Como alternativa, algunos países han 
incorporado el nivel de emisiones de CO2 en los impuestos de matriculación y circulación para 
tratar de modificar la composición de la flota hacia vehículos menos contaminantes. No obstante, 
la literatura académica indica que los impactos de estas políticas son limitados e incluso pueden 
provocar un aumento de las emisiones8. 
 
 
3.2.3. Accidentes 
 
Los costes sociales externos de los accidentes son aquellos no cubiertos por las primas de 
seguros, de modo que dependen no solo del nivel de accidentes sino también del sistema de 
seguros existente. Los costes más importantes de los accidentes son los costes médicos, daños 
materiales, costes administrativos, pérdidas de producción y el denominado valor riesgo, como 
aproximación monetaria al sufrimiento provocado por los accidentes (Korzhenevych et al., 2014). 
El valor riesgo no suele compensarse adecuadamente por los seguros privados y, por tanto, es 
la principal fuente de costes externos de los accidentes.  
                                                        
7 Hay que tener en cuenta que las emisiones de otros GEI como el N2O o el CH4 no son directamente proporcionales 
al consumo de carburantes sino que dependen de las características del motor y de las tecnologías de control de las 
emisiones, aunque representan una proporción muy reducida (menos del 2%) de las emisiones de GEI ocasionadas 
por el transporte por carretera (EEA, 2018). 
8 Así Ryan et al. (2009) muestran que en el período 1995-2004 los impuestos de matriculación no parecen haber 
tenido un impacto importante sobre la intensidad de emisiones de CO2 de la nueva flota europea de coches, y que 
un incremento del 10% en el impuesto de circulación de los vehículos de gasolina solo reduciría las emisiones de 
CO2 por km de la flota un 0,19% a corto plazo y un 0.88% a largo plazo. Gerlagh et al. (2018) apuntan a que el 
incremento del peso de las emisiones de CO2 en la definición de los impuestos de matriculación permitió reducir la 
intensidad de emisiones de CO2 de los nuevos coches un 1,3% entre 2001 y 2010. Por su parte, D´Haultfoeuille et 
al. (2014) estiman que el 'feebate' francés de 2008, basado en las emisiones de CO2 de los nuevos vehículos, 
incrementó las ventas de coches un 13% y llevó a un aumento de las emisiones de CO2 de 1,2% a corto plazo y de 
9,2% a largo plazo. 
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Los factores más importantes que influyen en estos costes dentro del transporte por carretera 
son los kilómetros recorridos, la velocidad del vehículo, el tipo de carretera, las características 
del conductor, la velocidad y volumen del tráfico, el momento del día (día/noche) y la interacción 
con las condiciones climáticas. También el nivel de mantenimiento de la infraestructura, el grado 
de uso de la capacidad de la infraestructura, el nivel de separación entre carriles y los desarrollos 
tecnológicos en vehículos e infraestructuras. En este contexto, un impuesto sobre los 
carburantes tampoco es un instrumento particularmente efectivo para internalizar estos costes 
externos. Sí funcionaría mejor un impuesto sobre la distancia recorrida que tuviese en cuenta las 
diferencias en los costes externos marginales entre conductores, vehículos y regiones (Parry et 
al., 2007). 
 
 
3.2.4. Ruido 
 
Aquí se incluyen los costes para la salud y los derivados de las molestias como consecuencia del 
ruido provocado por los vehículos (Maibach et al., 2008). Los principales impactos del ruido 
incluyen el dolor y la fatiga auditiva, discapacidad auditiva, molestias, interferencias con el 
comportamiento social (agresividad, protesta e impotencia), perturbación del sueño y todas sus 
consecuencias a corto y largo plazo: efectos cardiovasculares, respuestas hormonales y sus 
posibles consecuencias sobre el metabolismo humano y sobre el rendimiento en el trabajo y la 
escuela (WHO, 2011).  
 
El ruido se mide en decibelios y sus daños se estiman habitualmente mediante modelos de 
precios hedónicos (Parry et al, 2007). Estos costes dependen fundamentalmente de tres 
factores: la densidad de receptores cerca de la fuente de emisión (indicador de la población 
expuesta), el momento del día y los niveles existentes de ruido (que dependen del volumen y 
mezcla de tráfico y de la velocidad). En el transporte por carretera el sonido se deriva 
fundamentalmente del sistema de propulsión y el sonido del rodaje, dependiendo ambos de la 
velocidad del vehículo. Otros factores importantes son la clase de vehículo, el tipo de neumáticos 
y el estado de mantenimiento, si bien también influyen la edad del vehículo, la pendiente de la 
carretera, el tipo de superficie y el comportamiento de conducción (Maibach et al., 2008). En 
estas circunstancias, los impuestos sobre los carburantes tampoco son efectivos para 
internalizar esta externalidad, siendo necesario utilizar esquemas alternativos que tengan en 
cuenta los factores anteriores e incentiven cambios de comportamiento a corto (hábitos) y medio 
(sustitución de flota) plazo (EC, 2011b).  
 
 
3.2.5. Otras externalidades del transporte 
 
Existen otros costes externos asociados al transporte de menor importancia pero que también 
deberían tenerse en cuenta a la hora de aplicar impuestos correctores sobre el transporte. Estos 
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incluyen los costes de deterioro de las carreteras (costes de reparar el daño causado por el paso 
de los vehículos y costes operativos extras derivados de ese daño) (Newbery, 1990); los costes 
de la dependencia energética (derivados de la vulnerabilidad de los países importadores a la 
volatilidad de los precios y a los shocks de precios, y que incluyen la transferencia de riqueza a 
los países exportadores, pérdidas potenciales de PIB y costes de ajuste macroeconómico 
derivados del ajustes a cambios en los precios elevados y súbitos) (Greene and Ahmad, 2005); 
los costes para la naturaleza y el paisaje (fundamentalmente pérdidas o fragmentaciones de 
hábitats y reducciones en su calidad); los costes de contaminación del suelo y el agua; o los 
costes adicionales en áreas urbanas (efectos del tráfico motorizado en las zonas urbanas sobre 
el tráfico no motorizado, básicamente las pérdidas de tiempo de los peatones debido al efecto 
separación de la infraestructura, así como los problemas de escasez relacionados con falta de 
espacio para ciclistas) (Maibach et al., 2008). 
 
La Tabla 1 resume los principales costes externos del transporte por carretera a partir de la 
evidencia académica existente, bastante sesgada como es habitual hacia el mundo desarrollado 
aunque también con resultados para algunos países emergentes. En cada categoría se 
muestran los daños en relación con el PIB, resaltándose el valor mínimo y máximo. Como puede 
observarse, la congestión muestra los valores más elevados, seguidos por la contaminación 
atmosférica (especialmente local) y los accidentes. Las cifras, cuando existen puntos que 
permiten la comparación, muestran una evolución ascendente a lo largo del tiempo. 
 

Tabla 1. Principales costes externos del transporte por carretera 
Tipo Referencia Año País % PIB 

Congestión 

Delucchi (1997) 
Winston y Langer (2006) 
Van Essen et al. (2011) 
Cravioto et al. (2013) 
BITRE (2015) 
BITRE (2015) 
Schrank et al. (2015) 
Schrank et al. (2015) 
Keller (2018) 

1991 
1996 
2008 
2006 
2010 
2015 
1982 
2014 
2015 

EE.UU. 
EE.UU. 

UE, Noruega y Suiza 
México 

Australia 
Australia 
EE.UU. 
EE.UU. 
Suiza 

0,55-2,36 
0,32 

1,10-1,80 
1,04-1,05 

0,94 
1,13 
0,59 
0,92 
0,29 

Contaminación 
Atmosférica 

Local 

DMT (2004) 
Fisher et al. (2007) 
Van Essen et al. (2011) 
Cravioto et al. (2013) 
OECD (2014) 
Guo et al. (2010) 
Guo et al. (2010) 

2000 
2001 
2008 
2006 
2010 
2004 
2008 

Dinamarca 
Nueva Zelanda 

UE, Noruega y Suiza 
Mexico 
OCDE 
China 
China 

0,15 
0,24 
0,39 

0,61-0,62 
1,97 
0,52 
0,58 

Global 
DMT (2004) 
Van Essen et al. (2011) 
Cravioto et al. (2013) 
Ivkovic et al. (2018) 

2000 
2008 
2006 
2013 

Dinamarca 
UE, Noruega y Suiza 

México 
Serbia 

0,11 
0,97 

0,99-1,00 
0.20 

Total GEA (2018) 
GEA (2018) 

2008 
2014 

Alemania 
Alemania 

1,93 
1.78 

Accidentes 
López et al. (2004) 
DMT (2004) 
Van Essen et al. (2011) 
Cravioto et al. (2013) 

1997 
2000 
2008 
2006 

España 
Dinamarca 

UE, Noruega y Suiza 
México 

1,35 
0,49 
1,75 

1,32-1.34 

Ruido 
DMT (2004) 
Van Essen et al. (2011) 
Cravioto et al. (2013) 

2000 
2008 
2006 

Dinamarca 
UE, Noruega y Suiza 

México 

0,65 
0,13 

0,42-0.43 
Fuente: Elaboración propia. 
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3.3. Novedades en la imposición sobre el transporte 
 
Los problemas y desafíos apuntados hasta el momento están provocando una cierta innovación 
en la fiscalidad sobre el transporte de las últimas décadas. Así, la incorporación de nuevos 
objetivos (ambientales, control de la movilidad, financiación de infraestructuras, etc.) ha supuesto 
un esfuerzo de innovación en la definición y estructura de nuevos tributos. En este sentido, los 
avances técnicos en los sistemas de geolocalización y de identificación de vehículos mediante 
señales emitidas con identificadores internos están dirigiendo la investigación hacia el diseño de 
instrumentos fiscales más precisos y depurados, de cálculo y aplicación automáticos, muy 
enfocados a resolver los problemas de congestión y acceso a zonas urbanas. En este apartado 
nos ocupamos de contextualizar y resumir las principales aplicaciones impositivas de esta 
naturaleza.  
 
El contexto regulatorio en el que se introducen estas nuevas figuras está bastante sesgado hacia 
aproximaciones normativas convencionales (el denominado mandato y control). Así durante los 
últimos años están jugando un papel creciente los estándares tecnológicos de vehículos, muchos 
en forma de límites crecientes de emisión de GEI por km recorrido, pero que obviamente 
presentan abundantes dificultades para abordar muchos de los problemas anteriores. Por eso no 
son extrañas las prohibiciones de acceso en determinadas zonas, habitualmente urbanas, para 
vehículos que no cumplan con unos niveles mínimos de emisiones (Clean Air, 2015b). Una 
alternativa regulatoria más flexible consiste en limitar el acceso a esas zonas según número de 
matrícula, en ocasiones con soluciones más sofisticadas que también tienen en cuenta las 
características de los vehículos que acceden (Barahona et al., 2018). En este sentido, las cargas 
fiscales de acceso a determinadas áreas (véase apartado 3.2.1) y que detallamos a continuación 
pueden interpretarse como una aproximación más sofisticada y flexible para limitar el acceso a 
determinadas zonas y reducir así los importantes costes externos (Clean Air, 2015a). 
 
> Singapur. Sistema de precios electrónicos para infraestructuras 
 
En 1975 Singapur se convirtió en el primer país en introducir un gravamen por congestión con la 
aplicación de un gravamen sobre la entrada al centro de la ciudad en horas punta. Aunque 
inicialmente el horario restringido solo abarcaba dos horas de la mañana posteriormente se fue 
incrementando. El impacto inicial de la medida fue casi inmediato y muy importante, con una 
reducción del tráfico del 45% y de los accidentes del 25% y un incremento de la velocidad media 
del 90% (EDF, 2006). A finales de los ochenta el nivel de tráfico seguía siendo un 31% inferior, a 
pesar de haberse incrementado el parque de vehículos un 77% (Keong, 2002). 
 
En 1995 el tributo se extendió a los segmentos urbanos de las principales autopistas (Balmer, 
2005) y desde 1998 se sustituyó por un gravamen electrónico que exigió la incorporación en 
todos los automóviles de aparatos de identificación que, al pasar por las posiciones fijas de 
control, generan automáticamente un cargo fiscal. El sistema permite modificar precios según 
tipos de carreteras y niveles de congestión según días y horas, lo que capacita el mecanismo 
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para ajustar la fijación de los precios a su nivel óptimo. Con este nuevo sistema se consiguió 
reducir el volumen de tráfico en las áreas restringidas más de un 15% en solo unos años (Goh, 
2002). A partir de 2020 se introducirá un nuevo sistema que permitirá proporcionar servicios 
adicionales a los conductores como información del tráfico en tiempo real o pago de 
aparcamientos (LTA, 2018). 
 
> Milán: Ecopass y Area C 
 
En el cambio de siglo Milán superó los estándares europeos de contaminación por partículas un 
promedio de 125 días al año (Rotaris et al., 2010), convirtiéndose así en una de las ciudades 
más contaminadas de Europa. La ciudad introdujo el denominado Ecopass en 2008: una tasa de 
acceso al centro de la ciudad desde las 7:30 hasta las 19:30, aplicando un tipo impositivo que 
variaba en función del estándar de emisiones del motor del vehículo (Anas and Lindsey, 2011). A 
partir de 2012 Ecopass fue sustituido por un nuevo programa denominado Area C, que cubre la 
misma zona geográfica pero se basa en la congestión y no en las emisiones. Entre sus objetivos 
están reducir el tráfico, hacer más eficaces e incentivar las redes de transporte público y mejorar 
la calidad de vida urbana rebajando el número de accidentes, la contaminación acústica y la 
contaminación atmosférica. La conexión con las externalidades ambientales se estableció de 
manera indirecta al prohibir el acceso a los vehículos más contaminantes y eximir del pago a 
vehículos de combustibles alternativos. 
 
Los resultados iniciales de la aplicación de la nueva tasa fueron espectaculares, con una 
reducción de un tercio del tráfico en la zona protegida y una caída del 50% en el acceso de los 
vehículos más contaminantes, con bajadas importantes en número de accidentes (28%), 
emisiones contaminantes (19% de PM10, 31% de NH3, 10% de NOx y 22% de CO2) (AMAT 
2012). Cabe destacar que en el verano de 2012, cuando el tributo estuvo suspendido por los 
tribunales, se incrementaron las concentraciones diarias de COV un 6% y de PM10 un 17% 
(Gibson and Carnovale, 2015).  
 
> Londres: Pagos por congestión 
 
La ciudad de Londres aprobó en 2003 una tasa de acceso para vehículos al centro urbano, con 
el objetivo principal de reducir la congestión y un elemento adicional de perfil ambiental que 
supone la exención para vehículos limpios. La tasa fue fijada con un importe inicial diario de 5 
libras (que se elevó un 60% en 2005) para la entrada, circulación y aparcamiento de vehículos 
en la zona seleccionada de lunes a viernes. Los residentes cuentan con pases anuales, que 
pueden verse bonificados sustancialmente en el caso de alternativas limpias, y existen 
abundantes exenciones para taxis y otros vehículos que prestan servicios públicos (Litman, 
2011). La aplicación de la tasa se basa en un sistema de reconocimiento automático de 
matrículas, soportado en cámaras situadas en los puntos de entrada y salida del perímetro 
urbano seleccionado (Santos, 2008). El abono puede realizarse por días, semanas, meses y 
hasta un año y se pueden utilizar diversos sistemas para ello: máquinas localizadas en el área, 
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on-line, por correo, por teléfono o en persona en determinadas tiendas, estaciones de servicio y 
aparcamientos. El sistema se completa con un mecanismo de sanciones. 
 
La aplicación de este instrumento ha sido controvertida por sus evidentes características sub-
óptimas. En efecto, fija el precio por vehículo sin tener en cuenta el número efectivo de vehículos 
de entrada, el tipo de conducción, el lugar de tránsito, o los periodos punta de congestión. A 
pesar de tales limitaciones su éxito fue destacado: en su primer año de aplicación la congestión 
en la zona centro se redujo un 30%, y un 22% en el segundo (TfL, 2005). Como consecuencia, 
se incrementó un 37% la velocidad del tráfico en la zona protegida y un 14% el número de 
usuarios de transporte público, mejoras que, con menor intensidad, se han mantenido en años 
sucesivos (Litman, 2011)9. Por último, la aplicación de la tasa generó una recaudación adicional 
importante, que se destina exclusivamente a mejorar el transporte, principalmente el transporte 
público y el no motorizado (TfL, 2018). 
 
> Estocolmo: Tasa sobre congestión  
 
Estocolmo introdujo este tributo en 2006 en fase de prueba durante seis meses para consultar 
posteriormente a los ciudadanos en referéndum. A pesar de que la consulta había sido 
promovida por los opositores a la medida, más de dos tercios del censo la aprobó y por ello se 
introdujo de manera permanente desde 2007 (Eliasson et al. 2008). Su tipo de gravamen es 
variable según las horas del día y los picos de congestión, y se aplica por cada trayecto que 
atraviese la zona designada, existiendo determinadas exenciones que provocan que el 15% del 
tráfico de la zona esté libre de cargas (Eliasson, 2014). Su aplicación se basa, como en el caso 
de Londres, en un sistema de cámaras que fotografían los números de matrícula de los coches 
al pasar por un cordón de acceso al centro de la ciudad, definido por los puntos en los que 
históricamente se producían los principales problemas de circulación. El sistema registra los 
tránsitos y automáticamente emite el importe del impuesto, que se remite al propietario cada 
mes. 
 
Esta medida ilustra la bondad de realizar pruebas piloto para evaluar efectos y apoyo social 
antes de su implantación definitiva. Su introducción provocó una reducción promedio del tráfico 
del 22% durante los meses de la prueba y un rebote del 15% al finalizar el período (con un efecto 
residual de contención consecuencia probablemente de la consolidación de nuevos hábitos de 
circulación). Posteriormente, su reintroducción llevó a los niveles de tráfico del período de 
prueba, que se mantuvieron estables desde entonces a pesar del incremento de población y 
actividades (Eliasson, 2014). La congestión, medida en tiempo de viaje por vehículo, se redujo 
hasta un tercio en los picos de mañana y la mitad en los de la tarde, llevando también a 
importantes efectos sobre las emisiones asociadas al tráfico (caídas entre 10 y 14% según 
Eliasson et al., 2008). 
 
                                                        
9 La supuesta fluidez del tráfico generó también alguna controversia porque, fuera del perímetro seleccionado, la 
congestión se incrementó en el mismo periodo (TfL, 2006), lo que llevó a un efecto embudo en zonas próximas. 
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> Suiza: Cargas sobre vehículos pesados  
 
Suiza introdujo en 2001, tras un referéndum, un tributo que grava a los vehículos de motor y 
remolques cuyo peso máximo autorizado supere las 3,5 toneladas, se destinen al transporte de 
mercancías y circulen por la red viaria pública. El impuesto se recolecta mediante un dispositivo 
a bordo, que registra las distancias recorridas y las rutas utilizadas y las transmite al regulador 
(FCA, 2017). Su tipo impositivo depende de la distancia recorrida, del peso máximo autorizado y 
de la categoría de emisiones del vehículo y busca aproximarse a los costes no cubiertos del 
tráfico pesado10 (Nash, 2003). Su recaudación se destina a fines infraestructurales, 
principalmente para financiar actuaciones a gran escala en el sector del transporte público 
(Krebs and Balmer, 2015). 
 
La introducción de este impuesto tuvo impactos sectoriales y ambientales significativos. Así, el 
tráfico de camiones se redujo en torno al 5% (Luechinger y Roth, 2016), al mismo tiempo que se 
incrementaban los bienes transportados (alrededor del 15% entre 2001-2005), mientras que el 
número de vehículos de transporte de mercancías por los Alpes se redujo un 15% entre 2001 y 
2006. Esta reducción en el tráfico, junto con el incremento en la eficiencia de los vehículos 
pesados, permitió reducir las emisiones de PM (10%) y NOx (14%) y CO2 (-6%), sin que se 
observasen impactos significativos sobre el empleo o los precios de los consumidores11 (Krebs 
and Balmer, 2015). 
 
> Holanda: Impuesto por kilómetro 
 
Esta medida está relacionada con la propuesta de directiva europea de 2005 a que nos referimos 
en la introducción y que, a pesar de no haber prosperado, llevó a algunos estados a aproximar 
su sistema fiscal a la corrección del daño ambiental ocasionado por los vehículos. La 
receptividad holandesa se relacionaba con tres factores: i) la imposibilidad de mantener el papel 
de la fiscalidad sobre vehículos en un contexto de altas accisas sobre carburantes y amplio 
cambio tecnológico; ii) la elevada congestión de sus carreteras, con una densidad de población 
muy alta y reducidas posibilidades para expandir infraestructuras; y iii) los elevados costes de 
mantenimiento infraestructural.  
 
Así en 2009 el gobierno holandés presentó una propuesta para sustituir la imposición tradicional 
por un nuevo impuesto sobre la distancia recorrida cuyo tipo impositivo dependería de peso, las 
emisiones y el consumo del coche, así como de los kilómetros recorridos, la hora de circulación y 
el tipo de carretera utilizado (WRA, 2012). Los propietarios de los vehículos debían instalar 
dispositivos GPS en sus coches y, a partir de sus datos posicionales y horarios, la autoridad 
fiscal les remitiría liquidaciones impositivas mensuales. La recaudación se destinaría a la 
                                                        
10 Incluyendo los costes de la infraestructura no cubiertos por los impuestos sobre los carburantes y los costes 
externos del tráfico pesado (contaminación atmosférica local, ruido y accidentes). No se consideran los costes de la 
congestión ni los asociados a los GEI. 
11 No se pueden atribuir todos estos impactos al nuevo impuesto, ya que también se adoptaron otras políticas de 
transporte como el incremento en los límites de peso por vehículo.  
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inversión en infraestructuras de transporte (principalmente carreteras pero también ferrocarriles). 
Se esperaba que el nuevo impuesto permitiese lograr en 2020 una reducción de hasta el 15% en 
los kilómetros recorridos (con un aumento del 5% en Kilómetros viajados en transporte público), 
una caída del 60% en los tiempos de viaje, 20% en las emisiones de CO2 de los vehículos de 
pasajeros y 10% en las emisiones de PM10 y NOx (van Wortel, 2010). 
 
Sin embargo, la reforma tropezó con diversos obstáculos. Primero, su entrada en vigor, prevista 
para 2010, se retrasó a 2011 entre una fuerte oposición social y fue posteriormente abandonado. 
Los costes de instalación de los dispositivos de localización en los vehículos, los problemas de 
privacidad y protección de datos y la incidencia del impuesto en términos de equidad, al 
perjudicar especialmente a las personas que conmutan diariamente largas distancias, fueron los 
principales argumentos de sus opositores (van Wee, 2010). A rebufo de la propuesta, Bélgica y 
Luxemburgo habían entrado en negociaciones para instalar el sistema conjuntamente pero 
decidieron parar también sus proyectos ante el repliegue holandés.  
 
> Oregon: Tributo por distancia recorrida 
 
En 2001, ante las previsiones de reducción en la recaudación del impuesto sobre los carburantes 
(principal fuente de financiación infraestructural) por mejoras en la eficiencia de los vehículos y 
utilización de combustibles alternativos, el gobierno de del estado de Oregon empezó a 
investigar nuevas alternativas impositivas. De las opciones analizadas se consideró que un pago 
por distancia recorrida era la opción más equitativa a los impuestos sobre los carburantes, por lo 
que se llevaron a cabo dos programas piloto que mostraron que el sistema era factible (Munnich 
et al., 2011). Así en 2015 entró en funcionamiento OReGO, el primer sistema de pago para 
vehículos ligeros de EE.UU.. Se trata de un programa voluntario, limitado inicialmente a 5000 
vehículos en el que los participantes tienen que instalar un dispositivo que registre las distancias 
recorridas, pudiendo elegir entre distintas opciones12, y se les aplica un tipo impositivo de 1,7 
céntimos de dólar por milla. Los impuestos sobre los carburantes, que los conductores pagan al 
repostar, se consideran un prepago y se descuentan de las liquidaciones del nuevo tributo.  
 
El estado pretende extender el sistema hasta hacerlo obligatorio para todos los vehículos nuevos 
en 2026. Así, se utilizarán nuevos fondos federales para ampliar las opciones tecnológicas, 
mejorar la gestión y los procesos internos y reforzar su alcance público. Además, esta iniciativa 
ha llevado a otros estados de EE.UU. a explorar alternativas similares mediante el desarrollo de 
programas piloto (California, Washington, Hawaii, Minnesota, etc.) (Jones y Bock, 2017). 
  

                                                        
12 Existen distintos métodos para medir y reportar la distancia recorrida, el ODOT Account Manager (OAM), sistema 
de gestión aprobado por el gobierno que no usa tecnología de localización y los Commercial Account Managers 
(CAM), que son sistemas de gestión privados. Estos compiten por captar voluntarios ofreciendo servicios de valor 
añadido. A través de un proceso de selección, se eligió a dos empresas para ser CAM y una para ser OAM cuando 
se introdujo el sistema, si bien desde entonces se han producido entradas y salidas de gestores y dispositivos del 
sistema, como se esperaba (Jones and Bock, 2017). Cuando el voluntario elige su gestor, se registra en su página 
web con la información de su vehículo y el gestor le envía el dispositivo para instalar en el vehículo. (OReGO, 2018). 
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4. Reformando la imposición sobre el transporte  
 
4.1. Otras alternativas regulatorias o modificaciones sobre el sistema actual 
 
Una primera opción para abordar la crisis descrita de la fiscalidad del transporte consistiría 
simplemente en renunciar a este tipo de figuras, incrementando otros impuestos del sistema 
fiscal para reemplazar su recaudación y utilizando normas de planificación o regulaciones 
convencionales para abordar las externalidades asociadas al transporte. De hecho, la mayor 
parte de las medidas que se están proponiendo hoy por ciudades y gobiernos para abordar las 
externalidades del transporte son regulaciones o prohibiciones de distinto calado. Sin embargo, 
aunque estas aproximaciones pueden parecer más efectivas o justas que los instrumentos de 
precio, en la práctica son sustancialmente menos eficientes para mitigar las externalidades del 
transporte (Kleit, 2004; Austin y Dinan, 2005; Anderson et al., 2011; Jacobsen, 2013;  Anderson y 
Sallee, 2016; Levinston, 2018)13 y, además, pueden ser más regresivas (Levinson, 2018). 
 
La segunda opción consistiría en realizar un ajuste de los impuestos existentes. La literatura 
económica se ha centrado así en el análisis de dos alternativas para conseguir una mayor 
optimalidad de la fiscalidad sobre el transporte (Parry et al., 2014): la aplicación de impuestos 
sobre los carburantes de perfil más amplio y tipo más elevado, y la definición de un paquete de 
nuevos impuestos correctores que sean capaces de abordar con mayor precisión las diferentes 
externalidades. 
 
Ya apuntamos que los impuestos sobre los carburantes tienen las ventajas de sencillez y 
viabilidad administrativa, ya que están perfectamente asentados en todos los sistemas fiscales y 
son fáciles de entender para los contribuyentes. Sin embargo, presentan diversas dificultades: i) 
su incapacidad de abordar adecuadamente la mayoría de las externalidades del transporte; ii) la 
necesidad de tipos muy elevados para poder abordar una mejor internalización de externalidades 
(especialmente en el caso del diésel, ver Santos (2017)) que generarían sustanciales impactos 
socio-económicos; y iii) su decreciente capacidad recaudatoria como consecuencia de los ya 
apuntados cambios de entorno en el sector y de la mayor reacción relativa ante subidas 
impositivas14. Asimismo, incrementar los impuestos sobre los carburantes para mitigar la pérdida 
recaudatoria tendría importantes impactos distributivos, ya que supondría incrementar aún más 

                                                        
13 La reducción del uso de carburantes mediante impuestos es más eficiente que mediante estándares o mediante 
una combinación de ambos instrumentos ya que, para cualquier reducción, incrementar el estándar (y reducir el 
impuesto) implica que la reducción procederá más de la eficiencia del carburante y menos de caída en la distancia 
recorrida, por lo que habrá menor reducción de la congestión, accidentes y contaminación local (Anderson et al., 
2011). Además, los estándares incentivan a los propietarios de vehículos usados a posponer la decisión de 
cambiarlos por uno nuevo más eficiente, al incrementar el precio de los vehículos nuevos, reduciendo así la 
eficiencia de la flota de vehículos (Jacobsen y van Benthem, 2015) 
14 Existe una creciente evidencia académica de que los consumidores de carburantes de transporte reaccionan más 
ante cambios impositivos que ante cambios en los precios, debido a que los cambios impositivos son más 
persistentes en el tiempo y más salientes (véase Davis y Kilian, 2011; Li et al., 2014; Rivers y Schaufele, 2015; 
Lawley y Thivierge, 2016; Antweiler y Gulati, 2016; Andersson, 2017). En este contexto, la caída en el consumo de 
carburantes podría ser mayor que la esperada, incrementándose así la pérdida recaudatoria. 
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la carga fiscal sobre los conductores de los vehículos menos eficientes, principalmente aquellos 
que utilizan vehículos pesados para trabajar y los que no disponen de recursos para adquirir un 
nuevo coche más eficiente (Jones and Bock, 2017). 
 
Por ello, el incremento recaudatorio y la minoración de externalidades podrían ser conseguidos 
de manera más eficiente mediante un paquete específico de nuevos impuestos con esos 
objetivos. El paquete podría incluir tributos sobre las emisiones de contaminantes locales, sobre 
la congestión (discriminación zonal y horaria), y sobre los kilómetros recorridos para abordar  de 
gravamen de contaminantes globales, cobertura de infraestructuras y costes de accidentes. Pero 
estos impuestos “idealizados” tropiezan en la práctica con dificultades importantes para 
incorporarlos sobre el sistema fiscal existente. No se trata solo de la barrera que supone el 
rechazo que generan la mayoría de los impuestos nuevos (y la difícil economía política asociada 
a ellos), sino también de las dificultades que plantea la coordinación y gestión de figuras dispares 
y posibles objeciones distributivas. 
 
 
4.2. Impuesto Global y Automático sobre los Vehículos (IGAV) 
 
Los problemas anteriores sugieren la necesidad de una reforma completa y profunda de la 
fiscalidad sobre el transporte. Para ello, una iniciativa que presenta grandes posibilidades es la 
imposición sobre el uso del vehículo (McLure, 2009). Estas figuras tienen la capacidad de 
abordar muchos de los problemas asociados a la actual imposición sobre el transporte, como la 
generación de ingresos públicos, la congestión, las emisiones o el deterioro de la infraestructura 
(Lindsey, 2010). Así, por una parte esta alternativa tiene el potencial de generar unos ingresos 
más estables que los impuestos sobre los carburantes, ya que los conductores no pueden 
reducir su carga impositiva conduciendo vehículos más eficientes (Langer et al., 2017). Por otra, 
mediante el empleo de tipos impositivos variables por localización y hora se podrían abordar los 
problemas de congestión y contaminación local, y un impuesto sobre distancia recorrida real 
permitiría abordar el resto de externalidades15.  
  
En este contexto, nuestra propuesta específica de reforma de la fiscalidad sobre el transporte 
consiste en la creación de un nuevo impuesto, que denominamos Impuesto Global y Automático 
sobre los Vehículos (IGAV), que sustituya todos los tributos existentes en la actualidad salvo el 
impuesto de matriculación16. Esta nueva propuesta se sostiene en tres elementos que deben 
                                                        
15 Además, un programa de imposición sobre el uso del vehículo podría permitir mejorar la seguridad, suministrando 
alertas sobre zonas escolares o en obras, condiciones peligrosas o incidentes de tráfico; así como proporcionar 
nuevos servicios de valor añadido para los conductores, como seguros pay-as-you-drive (USDT, 2012), pago 
automático de aparcamientos y peajes, o servicios de viaje dependientes de la localización (asistencia en ruta en 
tiempo real, identificación de puntos de interés cercanos). Adicionalmente, el sistema genera una gran cantidad de 
datos anónimos sobre viajes que se podrían emplear en la mejora de la planificación y operación del transporte 
(Sorensen et al., 2012). 
16 El impuesto de matriculación permitiría mantener el principio de capacidad de pago como criterio relevante en el 
diseño fiscal, además de guiar a los compradores hacia vehículos que se comporten menores externalidades 
negativas para evitar así incongruencias con el funcionamiento del IGAV. 
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ponerse en relación de manera coherente. De un lado están las externalidades, resumidas en 
más del 95% por las cuatro tipologías antes descritas: congestión, contaminación local y global, 
accidentes y ruido. De otro se encuentran los tipos de vehículos y los combustibles que utilizan, 
así como las zonas y momentos de uso, que en su conjunto se relacionan con gran parte de las 
externalidades que generan.  
 
Las características fundamentales del nuevo impuesto se resumen en la Tabla 2, con una tarifa 
impositiva que dependería del tipo de vehículo (agrupados según categorías tecnológicas y de 
antigüedad) y tendría tres componentes: peaje de acceso zonal o por uso de infraestructura, 
tarifa impositiva horaria y tipo por kilómetro recorrido. La estructura fiscal variaría también por 
zonas geográficas para así poder abordar correctamente las externalidades locales específicas 
de cada territorio. De este modo, para cada categoría de vehículos el IGAV estaría compuesto 
por un tipo impositivo en función de la zona de circulación y otro en función del momento de 
circulación (podría diferenciarse entre diferentes tramos horarios: 1a, 1b,... en la zona 1 de la 
Tabla 2). A su vez un tributo sobre distancia recorrida (denominada tarifa valle) completaría la 
estructura fiscal precedente, para así poder cubrir los costes asociados a la contaminación 
global, accidentes y desgaste de infraestructuras. Nótese que, por ejemplo, en un determinado 
tramo horario un vehículo de clase 1 accediendo a la zona urbana 1 podría verse sujeto a una 
tarifa de acceso, a un pago horario por congestión/contaminación local, y a un impuesto por 
kilómetro recorrido. La Tabla 3 recoge las características de cada uno de esos componentes 
fiscales (tipo de pago) y las externalidades (o cobertura de costes de infraestructuras) que 
abordaría cada componente.  
 

Tabla 2. Ilustración tarifaria del IGAV 
 Zona 1 (urbana) Zona 2 Zona ... (no urbana) 
 
 
Vehículo tipo 1  

Tarifa Acceso 1 
Tarifa horaria 1a (...) 

Tarifa valle 

Tarifa horaria 2a (...) 
Tarifa valle 

 
 

Tarifa valle 

 
Tarifa valle 

 

 
Tarifa valle 

 
Vehículo tipo ... 

 
Tarifas 

horarias/acceso/valle 
 

 
Tarifas 

horarias/acceso/valle 
 

 
Tarifa valle 

 
Tarifa valle 

 
Tarifa valle 

 
Fuente: Elaboración propia 
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Tabla 3. Cobertura de externalidades por componente de IGAV 
Vehículo tipo 1 Pago Externalidades 

 Congestión C. local/ruido C. global Accidentes Infraestructuras 
Tarifa Acceso Euros X - - - X 
Tarifa horaria 1a Euros/hora X X - - - 
Tarifa valle Euros/km - - X X X 

Fuente: Elaboración propia 

 
5. La transición al IGAV 
 
Además de permitir abordar mejor las externalidades asociadas al transporte por carretera, el 
IGAV tendría un elevado potencial recaudatorio, que se podría dividir fácilmente entre las 
distintas administraciones en función de la naturaleza de las externalidades corregidas 
(congestión y contaminación local para municipios, cobertura de infraestructuras para 
administraciones regionales y central, etc.) Sin embargo, también presenta problemas y 
dificultades que es necesario contemplar adecuadamente para garantizar su viabilidad en la 
práctica.  
 
En primer lugar hay que determinar las distintas categorías de vehículos del IGAV y los tipos 
impositivos aplicados. En el primer caso los vehículos deberán agruparse en función de las 
características que estén más directamente relacionadas con las externalidades que generan 
(por ejemplo eficiencia energética, emisiones de los distintos contaminantes, antigüedad). En 
este sentido, es fundamental que cada usuario conozca con exactitud las implicaciones fiscales 
del uso de su vehículo, no de todo el parque: de ahí la importancia de completar este esquema 
con un impuesto de matriculación que permita al comprador tomar decisiones más informadas 
sobre las implicaciones futuras de su decisión. Con respecto a los tipos impositivos, estos 
deberán tratar de ajustarse a la magnitud de las distintas externalidades gravadas, por lo que 
será necesario utilizar la evidencia académica existente (por ejemplo, Maibach et al., 2008; 
Korzhenevych et al., 2014) e intentar trasladar sus resultados a realidades distintas mediante 
técnicas, más o menos sofisticadas, de transferencia de valores.  
 
Es fundamental, en cualquier caso, que la estructura fiscal que sea lo más simple posible para el 
usuario de modo que en todo momento sepa a qué fiscalidad se enfrenta y pueda adaptar así 
sus decisiones y comportamiento para minimizar las externalidades negativas que causa. 
También es necesario recordar que nos encontramos ante un sistema sub-óptimo en el que 
necesariamente debe haber compromisos entre las ganancias de eficiencia y la viabilidad de 
gestión (tanto en el agrupamiento de vehículos por clase como en la estructura y cuantificación 
de las distintas tarifas). 
 
En segundo lugar hay que abordar su funcionamiento técnico, que debería basarse en  una 
tecnología avanzada madura, conocida y de acceso cómodo, que automatice el cálculo 
impositivo. Todos los vehículos deberían incorporar así una solución permanente y de uso 
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obligatorio para su geolocalización, cuya base técnica y funcionamiento no serían muy diferentes 
de los utilizados para el sistema de llamadas de emergencia de instalación obligatoria para todos 
los vehículos nuevos en la Unión Europea a partir de 2018 (véase EP, 2015). La solución 
aplicada por Suiza, descrita en la Sección 3.3, podría servir como referencia al tratarse de un 
mecanismo integrado en el vehículo, no manipulable, que recoge las características de peso y 
emisiones, registra kilómetros recorridos y carreteras utilizadas. Con la periodicidad que se 
establezca, esos datos son enviados al sistema telemático de Hacienda, que determina 
automáticamente base, tipos aplicables y cuotas a ingresar. 
 
En cualquier caso, el mayor problema para la introducción de los impuestos sobre el uso del 
vehículo tiene que ver con su aceptación social, que podría incluso bloquear su aplicación17. 
Varios aspectos deben ser considerados en este sentido, comenzando por su incidencia en 
términos de ganadores/perdedores: pérdidas potenciales para los negocios establecidos en las 
áreas protegidas, os costes de instalar el sistema tecnológico de soporte, y el posible impacto 
negativo en términos distributivos. Parece claro que la aceptación del IGAV será mayor si se 
demuestra que hay efectos significativos sobre las externalidades asociadas al transporte y si 
parte de los ingresos generados se destina a financiar objetivos ambientales o de 
infraestructuras de transporte público (Beuermann and Santarius, 2006; Gärling and Schuitema, 
2007; Sælen and Kallbekken, 2011). Con respecto a su impacto distributivo, la literatura muestra 
que el impacto regresivo de los impuestos sobre el uso del vehículo es similar al de los 
impuestos sobre los carburantes (Zhang et al., 2009; McMullen et al., 2010; Larsen et al., 2012). 
La posible compensación de los perdedores ayudaría también aumentar la aceptación de la 
figura, por ejemplo usando la recaudación para reducir otros impuestos o realizar inversiones en 
infraestructuras y servicios que puedan mejorar los impactos distributivos (Levinson, 2010)18. 
 
Por otra parte, es necesario anticipar y contrarrestar la posible interferencia con la privacidad de 
los ciudadanos. El control permanente de posición sería obligatorio para todos los vehículos en 
movimiento, lo que implicaría el acceso a una información universal y reservada que, además de 
su carácter sensible, plantea el problema de su utilización, tratamiento, almacenamiento y/o 
destrucción. De todos modos, la investigación en este ámbito está abordando de forma creciente 
estos problemas de privacidad y protección de datos, tratando de hacer compatibles la 
acumulación de información externa y un cierto grado de control personal, reserva e incluso 
anonimato. 
 
Finalmente, hay que considerar los problemas de asignación jurisdiccional del IGAV. En primer 
lugar, los tipos y cuotas impositivos deben adaptarse al perímetro de las externalidades para 
evitar efectos desbordamiento y pérdidas de eficiencia. En segundo lugar, la sustitución de los 
impuestos existentes por el IGAV puede afectar a la recaudación de los distintos niveles de 
                                                        
17 Como sucedió con el impuesto por kilómetro de Holanda (véase apartado 3.3) o con las tasas por congestión de 
Nueva York, Edimburgo, Manchester o Birmingham (Hammadou y Papaix, 2014). 
18 Además, hay que tener en cuenta que abordar las desigualdades de renta mediante los impuestos y los sistemas 
de bienestar es más efectivo y eficiente que subsidiar bienes, ya que permitir que los precios sean menores que el 
coste social es equivalente a un subsidio (Eliasson, 2016). 
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gobierno. En este contexto, la reforma propuesta debe distribuir capacidad legislativa, niveles 
impositivos y recaudación entre las jurisdicciones afectadas. Así, dado que las externalidades 
provocan impactos tanto locales como globales, el IGAV deberá asignar competencias y tramos 
a todos los niveles de gobierno, dándoles participación mediante cuotas diferenciadas. Además, 
el IGAV debe asumir como restricción la recaudación pre-reforma, lo que en función de la 
distribución jurisdiccional de impuestos, competencias y recaudación,  puede  alterar  la anterior 
asignación de tramos y cuotas. Será necesario combinar estos objetivos para lograr una buena 
asignación territorial del IGAV.  
 
Parece evidente que una transición inmediata al IGAV sería muy compleja y costosa, por lo que 
debe realizarse de manera gradual, tanto en intensidad como en tiempo, para reducir los 
impactos negativos y conseguir una mejor adaptación. Por ello, proponemos que la introducción 
del IGAV se realice en dos fases, con una primera fase de transición en la que se establezca la 
obligatoriedad de instalar un dispositivo a bordo con tecnología de identificación GPS o 
equivalente en los vehículos nuevos y se fije un período para la incorporación gradual de estos 
mecanismos en los vehículos. En esta fase se introducirían los incrementos impositivos sobre los 
carburantes a los que nos referimos anteriormente para incentivar la renovación de la flota. 
Durante esta fase también se realizarían proyectos piloto experimentales de introducción del 
IGAV que permitirían extraer lecciones de cara a su implementación. Finalizado el período de 
transición establecido en la primera fase, de modo que toda o gran parte de la flota tenga 
incorporado el dispositivo y se haya limitado su obsolescencia tecnológica y ambiental, y 
analizados los resultados de los proyectos piloto, se procederá en la segunda fase a sustituir los 
tributos sobre el transporte rodado por un IGAV aplicado sobre toda la flota. 
 
  
6. Conclusiones 
 
En la actualidad la fiscalidad sobre los vehículos de automoción, fuente tradicional de ingresos 
elevados y estables en buena parte del mundo, se enfrenta a una serie de desafíos que exigen 
una transformación radical de la misma para poder seguir abordando sus dos objetivos 
fundamentales: obtención de recaudación y corrección de externalidades. Por una parte, los 
avances tecnológicos y los cambios en los hábitos de los consumidores están provocando una 
caída de la recaudación impositiva asociada a los impuestos tradicionales sobre el transporte, 
reducción que se acentuará en las próximas décadas. Por otra parte se está produciendo tanto 
un incremento en la preocupación por los efectos de las externalidades asociadas al transporte 
como un agravamiento de dichos efectos. Hemos observado en este trabajo, sin embargo, que la 
fiscalidad tradicional sobre el transporte no es capaz de abordar adecuadamente estas 
externalidades. 
 
En este contexto, este trabajo realiza una propuesta de reforma de la fiscalidad sobre los 
vehículos que permitiría abordar los desafíos existentes, garantizando la viabilidad de la 
fiscalidad sobre los vehículos en el siglo XXI. Esta reforma consistiría básicamente en la 
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sustitución de los impuestos tradicionales sobre el transporte por un nuevo impuesto, 
denominado IGAV, con capacidad para internalizar las externalidades asociadas a su uso 
mediante tipos impositivos variables en función del tipo de vehículo, su utilización zonal y horaria,  
y distancia recorrida. La aplicación del impuesto se basaría en tecnologías de localización 
existentes en la actualidad que harían posible automatizar el cálculo impositivo y garantizarían la 
confidencialidad de la información suministrada. 
 
Una transición inmediata a este nuevo sistema sería compleja y probablemente costosa, además 
de enfrentarse a problemas de asignación jurisdiccional y aceptación social. Por ello, es 
recomendable que el paso de la fiscalidad actual sobre los vehículos de automoción a los 
gravámenes por uso la transición sea gradual, con una primera fase centrada en la instalación de 
dispositivos de geolocalización en los vehículos nuevos y en la realización de proyectos piloto, 
además de una subida considerable de la fiscalidad convencional de los vehículos que promueva 
un cambio de flota. Solo una vez completada esa fase sería posible introducir el IGAV con 
mayores garantías y proceder a la sustitución de unos tributos convencionales cada vez menos 
efectivos en su funcionamiento. 
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